
MARTHA LILIANA ARÉVALO SÁNCHEZ 
ABOGADA 

 
Señor: 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA (reparto) 
E.S.D.  
 
Asunto: ACCION DE TUTELA 
ACCIONADO: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, UNIVERSIDAD LIBRE, IPS MEDCARE DE 
COLOMBIA S.A.S (CÚCUTA), CONEURO (CÚCUTA), IPS SENSALUD, MINISTERIO PÚBLICO – 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 
ACCIONANTE: JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ 
 
 
MARTHA LILIANA ARÉVALO SÁNCHEZ, identificada con la cedula de ciudadanía N°.1.093.739.220, 
abogada en ejercicio portadora de la tarjeta profesional No.208.038 del C.S.J, obrando en calidad de 
apoderada judicial del joven JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ, identificado con la cedula de ciudadanía 
No. 1.193.458.840, conforme al poder conferido que me otorgará  y que adjunto al presente escrito por 
mensaje de datos, me permito interponer acción de tutela COMO MECANISMO TRANSITORIO PARA 
PREVENIR UN PERJUICIO IRREMEDIABLE contra LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, 
UNIVERSIDAD LIBRE, IPS MEDCARE DE COLOMBIA S.A.S (CÚCUTA), CONEURO (CÚCUTA), IPS 
SENSALUD, MINISTERIO PÚBLICO – PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN para solicitar 
amparo constitucional de los derechos fundamentales al fundamentales al debido proceso, publicidad, 
petición, igualdad, acceso a cargos públicos, mínimo vital y móvil, trabajo , de mi poderdante con 
fundamento en los siguientes: 
 
 

MEDIDA PROVISIONAL 

Primera. ORDENAR a LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, UNIVERSIDAD LIBRE, IPS 
MEDCARE DE COLOMBIA S.A.S (CÚCUTA), CONEURO (CÚCUTA), IPS SENSALUD, MINISTERIO 
PÚBLICO – PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, en un término inferior a las veinticuatro (24) 
horas, la suspensión provisional del concurso convocatoria INPEC 2020, código opec 129614, grado 11, 
código empleo 4114, denominación empleo Dragoneante. 

 
DEL PERJUICIO IRREMEDIABLE La valoración del perjuicio irremediable exige que concurran los 
siguientes elementos: en primer lugar, que sea cierto, es decir, que existan fundamentos empíricos acerca 
de su probable ocurrencia; en segundo lugar, ser inminente, o sea, que esté próximo a suceder; en tercer 
lugar, que su prevención o mitigación sea urgente para evitar la consumación del daño1. 
Descendiendo al caso concreto, se configura el requisito de certeza atendiendo que a la fecha de 
presentación de esta tutela el accionante JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ se ve conminado a no 
continuar en concurso, no estar en la lista de elegibles habiendo superado todas las pruebas tanto físicas 
como medicas requeridas para el cargo; no tuvo la oportunidad de ejercer los derechos fundamentales de 
contradicción y defensa al no ponérsele de presente los resultados de la segunda valoración médica, 
retirársele la inhabilidad de hipotiroidismo por error de la Ips sensalud – Cúcuta, se le dejo la inhabilidad 
del electroencefalograma aduciendo una supuesta epilepsia que no fue detectada en la primera valoración, 
ante las irregularidades del concurso el accionante a través de entidades del estado se le practicaron los 
exámenes de TSH dando resultado normal al igual que el electroencefalograma donde no se evidencia 
ninguna enfermedad neurológica (epilepsia, trazada de vigilia anormal) por lo tanto requiere la intervención 
urgente del Juez Constitucional con el fin de evitar la vulneración de los derechos fundamentales del 
accionante. 

 
1 1 Sentencias T-471 de 2017, T-052 de 2018 y T-425 de 2019. 
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HECHOS 

PRIMERO: JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ, identificado con la cedula de ciudadanía No. 
1.193.458.840 expedida en la ciudad de Cúcuta (Norte de Santander), es aspirante al proceso de selección 
convocatoria INPEC 2020, código opec 129614, grado 11, código empleo 4114, denominación empleo 
Dragoneante. 

SEGUNDO: El hoy accionante supero la etapa de requisitos mínimos para el empleo de Dragoneante del 
Inpec. (se anexa pantallazo del SIMO) 

 

TERCERO: JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ, presento y superó satisfactoriamente las pruebas de 
estrategias de afrontamiento y de personalidad obligatorias para continuar en concurso. (se anexa 
pantallazo del SIMO) 
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CUARTO: El accionante supero de forma satisfactoria las pruebas físico atléticas con un puntaje de 88.92. 
(se anexa pantallazo del SIMO) 

 

QUINTO: La comisión Nacional del Servicio Civil, por intermedio de la Universidad libre convocaron a los 
aspirantes para el cargo de Dragoneante del INPEC a practicarse valoración médica, al accionante le 
correspondió el 10 de octubre de 2021, hora 07:30am, lugar MEDCARE ubicado en la avenida 2E No. 5-
23 barrio la ceiba de la ciudad de Cúcuta – Norte de Santander. ( se anexa pantallazo de citación – SIMO) 



MARTHA LILIANA ARÉVALO SÁNCHEZ 
ABOGADA 

 

SEXTO: En fecha del 10 de noviembre de 2021 la CNSC emite resultados a los aspirantes, los cuales a la 
cuenta personal del SIMO del accionante JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ le fueron enviados dos 
resultados de dos aspirantes, omitiendo la CNSC los correspondientes al accionante (se anexan resultados 
de los aspirantes Camilo Tapia Prada y Bladimir Pérez Ortiz). Este hecho genero confusión en los 
aspirantes, el 11 de noviembre de 2021 la CNSC  y la Universidad Libre emite un comunicado que informa: 
debido a una falla técnica en el aplicativo para la publicación de resultados de valoración médica, que 
afecta la visualización completa de los mismos, fue necesario retirar la publicación efectuada el 10 de 
noviembre. (se anexa pantallazo de publicación) Las accionadas omitieron informar en el informe que 
fueron enviados resultados a las cuentas personales de SIMO  de cada aspirante de forma errónea, que 
no correspondían a cada aspirante, con lo cual los aspirantes tuvieron acceso a la información personal de 
los demás concursantes. 

 

SEPTIMO: En los resultados de la primera valoración médica, en el cuadro de CONCLUSIONES DE LOS 
EXÁMENES Y VALORACIONES se marca con restricción para desempeñar el cargo 
electroencefalograma:  trazado de vigilia anormal por presentar actividad paroxística de predominio en el 
área frontal izquierda. y valoración por medicina ocupacional, resultado emitido por CONEURO. Ante este 
resultado en cual se observa solo se marca una restricción, se procede hacer reclamación y pagar 
nuevamente segunda valoración médica. (se anexa pantallazo de las conclusiones de los exámenes 
médicos) 
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OCTAVO: La CNSC y la Universidad libre citan nuevamente a JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ citan 
nuevamente a segunda valoración médica el 22 de noviembre del año en curso a las 07:00am ips 
MEDCARE, ubicada en la avenida 2E No. 5-23 barrio la ceiba de la ciudad de Cúcuta – Norte de Santander. 
(se anexa pantallazo de citación – SIMO) 



MARTHA LILIANA ARÉVALO SÁNCHEZ 
ABOGADA 

 

 

NOVENO: El 07 de diciembre de 2021 La Universidad libre a través de la coordinadora general Dra. María 
del Rosario Osorio Rojas, publican los resultados de la segunda valoración medica para el aspirante JUAN 
PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ, incluyendo como ID 345706008 el siguiente resultado (se anexa pantallazo 
de la respuesta) 
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DECIMO: Respetado (a) señor (a) juez, se observa con claridad en la respuesta a la reclamación de la 
segunda valoración médica del accionante JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ, que no corresponde a los 
resultados de la primera valoración toda vez que el cuadro de conclusiones de los exámenes y 
valoraciones, hallazgos no se marcó con restricción el TSH (hipotiroidismo) y el electroencefalograma está 
en hallazgos como trazado de vigilia anormal por presentar actividad paroxística de predominio en el área 
frontal izquierda. En la segunda respuesta por la Universidad Libre mencionan otra inhabilidad que no fue 
puesta de presente al aspirante como es el supuesto hallazgo de TSH, así mismo se hace mención de 
EPILEPSIA resultado del electroencefalograma diferente al primer examen; un diagnostico y/o resultado 
de examen no puede variarse por personal que no sea el competente (medico especialista) tal como ocurre 
concretamente con el accionante al cual las accionadas sin seguir el debido proceso, principio de publicidad 
para ejercer la contradicción y defensa sacan de sorpresa un nueva hallazgo de Hipotiroidismo y Epilepsia.  

UNDECIMO: El accionante ante la respuesta de la segunda valoración se procede a solicitarle a la CNSC 
los resultados de los exámenes de la segunda valoración medica el 07 de diciembre de 2021 al correo 
electrónico atencionalciudadano@cnsc.gov.co el 09 de diciembre del año en curso la CNSC informa que 
dio traslado de la solicitud a la Universidad libre. (se anexa pantallazo de envío de correo y traslado) 
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DUODECIMO: El accionante ante la respuesta de que supuestamente padece EPILEPSIA y 
HIPOTIROIDISMO, se afligió emocionalmente por haber superado satisfactoriamente las demás pruebas, 
procedió a indagar con su familia si existen antecedentes de estas enfermedades o si en su niñez, 
adolescencia presento algún síntoma o alerta de estas enfermedades, obteniendo respuestas negativas, 
por lo cual acudió al HOSPITAL MENTAL REDUSINDO SOTO de la ciudad de Cúcuta, hospital que es 
público no privado como la entidad que practico los exámenes a los aspirantes, la entidad le realizó 
electroencefalograma el día 11 de diciembre de 2021, con una duración del examen en minutos de  20:55 
arrojando como conclusiones: ELECTROENCEFALOGRAMA DE VIGILIA DENTRO DE LIMITES 
NORMALES. (se anexa resultados) 

DECIMO TERCERO: Derivado del hecho anterior el accionante a través de su EPS subsidiada 
Comfaoriente, la empresa social del estado IMSALUD, el 14 de diciembre de 2021 le fueron enviados 12 
exámenes en los cuales esta hormona estimulante de tiroides (TSH) y 1 ultrasonografía. El resultado de la 
hormona estimulante de tiroides (TSH) fue de 2.05  Uui/ml 0.40 – 6.40 se vislumbra que esta en el rango 
normal el resultado de TSH. Es de resaltar que estos exámenes son enviados y practicados por entidades 
del estado. (se anexan resultados) 

DECIMO CUARTO: La Universidad Libre en fecha 28 de diciembre de 2021, dio respuesta a la petición 
sobre los resultados de la segunda valoración medica la cual proceden a contestar en los siguientes 
términos; (se anexa pantallazos de respuesta) 
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Sea los primero resaltar que la Universidad Libre no adjunto a la respuesta los resultados de la segunda 
valoración médica, pese a que mencionan que se remiten con la respuesta, lo segundo es analizar a fondo 
que en esta respuesta retiran la inhabilidad del hipotiroidismo (TSH), pero dejan una inhabilidad de 
electroencefalograma, causa dudas, vulneración al debido proceso, la igualdad, poder acceder a cargos 
públicos habiendo superado más del 90% de las pruebas para el cargo del dragoneante del INPEC, se 
atenta la credibilidad de las accionadas como retiran una inhabilidad al verificar que hubo un error en sus 
resultados, fue por este motivo que el accionante por medio de una entidad del estado como es el 
HOSPITAL RUDESINDO SOTO se realizó nuevamente el electroencefalograma que dio como conclusión 
NORMAL , igualmente el examen de TSH hipotiroidismo que está en los limites normales  lo que conlleva 
a concluir que existen errores en los exámenes, como confusiones de identificación de los aspirantes como 
ocurrió con los primeros resultados de la valoración médica. 

 

DECIMO QUINTO: Con los supuestos resultados por parte de la ips contratada para la practica de la 
valoración médica, se atenta contra la salud de los aspirantes y su estado emocional, como cada caso es 
único y merece su estudio concreto para JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ se ve claramente como las 
accionadas le niegan el acceso a cargos públicos pese a estar en optimas condiciones de salud, donde no 
solo cometieron un error al enviar los exámenes que no eran, sino al establecer que sufre de EPILEPSIA 
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y HIPOTIROIDISMO. Cuando los resultados de los exámenes por entidades trasparentes del estado son 
NORMALES, anudado a los gastos que ha incurrido ARÉVALO SÁNCHEZ en el concurso como el pago 
del pin de inscripción, exámenes médicos, segunda valoración médica, ponen en juego los sueños de miles 
de jóvenes colombianos que anhelan pertenecer al INPEC. 

DECIMO SEXTO: En aras de la transparencia y de seguir evitando la vulneración de los derechos del 
accionante le solicito a su señoría vincular al HOSPITAL MENTAL RUDESINDO SOTO de la ciudad de 
Cúcuta, para que confirme el resultado del electroencefalograma de JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ, 
identificado con la cedula de ciudadanía No. 1.193.458.840. 

DECIMO SEPTIMO: Su señoría el accionante solo dispone en este momento de la acción de tutela como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable como se ha esbozado en los hechos anteriores 
por las múltiples violaciones de los derechos de JUAN PABLO ARÉVALO SÁNCHEZ en calidad de 
aspirante. 
 
PROCEDIBILIDAD DE LA PRESENTE ACCIÓN CONSTITUCIONAL  
No hay duda que los derechos cuya protección invoco tienen la condición de derechos fundamentales 
constitucionales por su consagración en la Carta Política. 

Así las cosas, quiero resaltar que en el presente caso se cumplen los requisitos para la procedencia de la 
acción de tutela atendiendo que se están vulnerando derechos fundamentales del debido proceso, 
publicidad, petición, igualdad, mínimo vital y móvil, trabajo. 

La Constitución define la acción de tutela como un mecanismo subsidiario a los demás medios de defensa 
judicial, los cuales son los instrumentos preferentes para que las personas puedan solicitar la protección 
de sus derechos, tal y como se establece en el artículo 86 de la Constitución2, y en los artículos 6° y 8°3 
del Decreto 2591 de 1991. Así, se podrá hacer uso del amparo constitucional cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial o si existiendo, es utilizado como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. 

AGRAVIO INJUSTIFICADO: 
En primer lugar, señalo que al negarle al accionante el continuar en concurso estando en óptimas 
condiciones de salud, se le está ocasionado un agravio injustificado, por cuanto se le violaron los derechos 
al debido proceso, publicidad, petición, igualdad, acceso a cargos públicos, mínimo vital y móvil, trabajo. 

Por tal motivo contra LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, UNIVERSIDAD LIBRE, IPS 

MEDCARE DE COLOMBIA S.A.S (CÚCUTA), CONEURO (CÚCUTA), IPS SENSALUD vulnera los 

derechos fundamentales de mi poderdante, conforme a los antecedentes ya narrados. 

 
FUNDAMENTO JURISPRUDENCIAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Los derechos fundamentales del accionante se encuentran vulnerados por las accionadas en la medida 
que la H. Corte Constitucional ha reiterado la pertinencia de la acción de tutela, aun contando con otro 
mecanismo de protección de derechos, como la nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que 
señala que esta no ofrece la suficiente solidez para proteger en toda su dimensión los derechos a la 
igualdad, al trabajo, al debido proceso y el de acceso a los Cargos públicos, en los siguientes términos: La 

 
2 El artículo 86 de la Constitución Política, en su inciso 3 establece que la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable” 
3 El Decreto 2591 de 1991, en el inciso primero de su artículo 6° establece que la acción de tutela no procederá cuando “existan otros 
recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre 
el solicitante”. Posteriormente, el inciso 1° del artículo 8° de la misma norma precisa que “[a]ún cuando el afectado disponga de otro 
medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable // En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden permanecerá vigente sólo 
durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado.” 
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Alta Corporación estimó1 : “3. Procedibilidad de la acción de tutela contra actos administrativos en el 
desarrollo de concursos de méritos. Principio de subsidiaridad. Reiteración de jurisprudencia. 3.1 La Corte 
ha señalado desde sus primeros pronunciamientos que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario 
debido a que su objeto no es el de reemplazar a los medios judiciales ordinarios con los que cuentan los 
ciudadanos.  
 
En este sentido, ha indicado que ante la existencia de otros medios de defensa judicial la acción de tutela 
por regla general no es procedente. Lo anterior, sustentado en lo dispuesto en el artículo 86 Constitucional 
que señala que la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”. Dicho mandato fue reiterado en el desarrollo normativo de la acción de tutela en el numeral 
1° del artículo 6 del decreto 2591 de 1991. 3.2 También ha advertido este Tribunal que la tutela no 
constituye un mecanismo o una instancia para definir aquellos conflictos que la ley ha establecido como 
competencia de otras jurisdicciones. Esto, por cuanto el ordenamiento jurídico dispone la existencia de 
jurisdicciones diferentes a la constitucional, que de forma especializada atienden cada uno de los diferentes 
conflictos que los ciudadanos elevan ante la administración de justicia. Pero precisando además, que las 
decisiones de todas las autoridades, incluidas por supuesto las judiciales, deben someterse al 
ordenamiento jurídico (arts. 4º y 230 C.N.), marco dentro del cual los derechos fundamentales tienen un 
carácter primordial.  
 
1 Sentencia T-386 del 28 de julio de 2016 MP LUIS ERNESTO VARGAS SILVA. De manera que si los 
procesos ordinarios están diseñados para solucionar los conflictos jurídicos y por tanto para proteger los 
derechos de las personas, la tutela no puede ser empleada como un mecanismo alterno o complementario. 
Bajo esta premisa, la procedencia de la tutela está supeditada a que para su ejercicio se hayan agotado 
todas las instancias y los recursos con los que cuenta el afectado para la protección de sus derechos. 3.3 
No obstante lo anterior, esta Corporación ha precisado que debido al objeto de la acción de tutela, esto es, 
la protección efectiva de los derechos fundamentales de las personas, al analizar su procedibilidad es 
necesario valorar en cada caso concreto su viabilidad o no. Ello, debido a que no basta con la existencia 
del medio ordinario de defensa judicial, pues habrá que determinar (i) si este es idóneo y eficaz, y en última 
instancia, (ii) la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que ponga en riesgo la afectación de los 
derechos fundamentales de las personas. 3.3.1 En el primer caso, la Corte ha precisado que la tutela 
procede cuando un medio de defensa judicial no es idóneo o eficaz para proteger los derechos 
fundamentales del accionante.  
 
Y además ha explicado que la idoneidad hace referencia a la aptitud material del mecanismo judicial para 
producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se 
corresponde con el contenido del derecho. Respecto a la eficacia, se ha indicado que se relaciona con el 
hecho de que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una 
protección al derecho amenazado o vulnerado. De manera que, para determinar la concurrencia de estas 
dos características del mecanismo judicial ordinario, deben analizarse entre otros aspectos: los hechos de 
cada caso; si la utilización del medio o recurso de defensa judicial existente ofrece la misma protección que 
se lograría a través de la acción de tutela; el tiempo de decisión de la controversia ante la jurisdicción 
ordinaria; el agotamiento de la posibilidad de ejercicio del derecho fundamental durante el trámite; la 
existencia de medios procesales a través de los cuales puedan exponerse los argumentos relacionados 
con la protección de los derechos fundamentales; las circunstancias que excusen o justifiquen que el 
interesado no haya promovido o no espere promover los mecanismos ordinarios que tiene a su alcance; la 
condición de sujeto de especial protección constitucional del peticionario que exige una particular 
consideración de su situación.  
 
 
Así las cosas, la Corte ha admitido excepcionalmente el amparo definitivo en materia de tutela ante la 
inexistencia de un medio de defensa judicial o cuando el existente no resulta idóneo o eficaz para la 
protección de los derechos fundamentales de las personas que solicitan el amparo de sus derechos 
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fundamentales, lo que se justifica por la imposibilidad de solicitar una protección efectiva, cierta y real por 
otra vía.  
 
Para el caso en concreto se advierte que no existe en esta etapa del proceso otro medio ordinario de 
defensa de allí su procedencia pues nótese que no se cuenta con ningún recurso ordinario contra la 
decisión de la reclamación de la segunda valoración médica, además, el perjuicio irremediable es inminente 
toda vez que la conformación de lista de elegibles como etapa subsiguiente están próximas a realizarse y 
se estaría dejando sin la posibilidad de continuar en concurso pese a estar en condiciones de salud óptimas 
para el cargo a proveer. En voces de la Corte Constitucional, este derecho fundamental está dado por las 
siguientes características, conforme fue señalado por la Sala Plena de esa Corporación, en sentencia C-
034 de 29 de enero de 20142 , con Ponencia de la Magistrada, doctora María Victoria Calle Correa. “Así 
entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia 
al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto 
éstas se 2 Mediante la cual se resolvió la Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 40 (parcial) 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. encuentran obligadas a 
“actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los 
derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, 
modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”|| 5.5. En el propósito de 
asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías 
del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a 
la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 
injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, 
(v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias 
previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho 
de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones 
y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”. (Subrayas del despacho) 
En síntesis el derecho fundamental al debido proceso está compuesto por un número cierto de garantías, 
reglas y normas prestablecidas que rigen las relaciones reciprocas entre las accionadas y el suscrito, la H 
Corte Constitucional señaló que el debido proceso administrativo está constituido como “(i) el conjunto 
complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una 
secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre 
sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”. 
 
 Lo anterior, con el objeto de “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez 
de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los 
administrados”.3 El derecho a la igualdad debe ser entendido según la Corte Constitucional (sentencia C-
586/16) como “Está formulado al comienzo del enunciado al disponer que “Todas las personas nacen libres 
e iguales ante la ley”. La expresión “todas las personas” refiere un destinatario universal, que incluye 
nacionales, extranjeros, personas naturales y personas jurídicas. Se trata aquí de la igualdad formal, de la 
igualdad de todos ante la ley, que involucra la supresión de privilegios. Fue esta la primera formulación 
moderna del derecho a la igualdad, que es puramente formal y que omite las referencias al momento 
material, las desigualdades de la vida real, de la vida cotidiana de las personas.” 
 

PRETENSIÓNES 

Respetuosamente solicito al Despacho que, a favor de mi representada, sean amparados los derechos 
fundamentales a la Seguridad Social y a la Igualdad y, como consecuencia de ello, se ordene a la entidad 
accionada: 

PRIMERA:  Se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, publicidad, petición, igualdad, 
acceso a cargos públicos, mínimo vital y móvil, trabajo 

SEGUNDA: Como consecuencia de lo anterior ordene a la Comisión Nacional Del Servicio Civil y la 
Universidad Libre, que en término de 48 horas realice los trámites administrativos, se incluya el resultado 
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de NORMAL del electroencefalograma realizado por el HOSPITAL MENTAL RUDESINDO SOTO de la 
ciudad de Cúcuta – Norte de Santander, los resultados de TSH de la Eps subsidiada Comfaoriente – 
empresa social del estado IMSALUD de Cúcuta y continue en concurso el joven JUAN PABLO ARÉVALO 
SÁNCHEZ, identificado con la cedula de ciudadanía No. 1.193.458.840, en calidad de aspirante al 
proceso de selección convocatoria INPEC 2020, código opec 129614, grado 11, código empleo 4114, 
denominación empleo Dragoneante. Así mismo en la pagina SIMO se actualice la información del 
accionante de continua en concurso. 

 
JURAMENTO 

De conformidad con lo dispuesto por el Artículo 37 del Decreto 2591 del 19 de noviembre de 1.991, 
manifiesto bajo juramento que no se ha presentado otra acción de tutela respecto de los mismos hechos o 
derechos aquí expuestos. 

PRUEBAS 

• Resultados primera valoración medica 

• Respuesta a segunda valoración médica Universidad Libre 

• Respuesta a petición donde se solicitó la entrega de los resultados de la segunda valoración médica 

• Pantallazos anexados a los hechos de la acción de tutela 

• Resultados del electroencefalograma realizado por el HOSPITAL MENTAL RUDESINTO SOTO – 
Cúcuta, diagnostico Normal. 

• Resultados examen de TSH practicado por la empresa social del estado – ips comfaoriente, 
diagnostico Normal. 

• Resultados de exámenes de dos aspirantes enviados a la cuenta personal de SIMO del accionante. 

• Poder para actuar (decreto 806/2020)  
 

NOTIFICACIONES 
 
Apoderada: 
Dirección: Avenida 2 N°.10-23, Edificio Atenas - oficina 301- Centro, de la ciudad de Cúcuta, Norte de 
Santander 
Teléfono: 3126420538 
Correo: lili_usb@hotmail.com 
 
Accionante: Correo electrónico del accionante: arevalosanchezjuanpablo358@gmail.com 
Celular: 3107698670 
 
 
La accionada  
Correo electrónico Comisión Nacional del Servicio Civil: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

Universidad Libre: juridicaconvocatorias@unilibre.edu.co 

notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co 

 
Coneuro: juridico.coneuro@gmail.com 
 
Ips medcare: Dirección: Avenida 2E #5-35 La Ceiba – Cúcuta – Norte de Santander, se desconoce el correo 
electrónico de la accionada. 
 
Sensalud: se desconoce el correo electrónico de la accionada 
 


